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Señora Juez informo a usted  que nos correspondió por reparto la presente acción 
de tutela.   

 

PASA AL DESPACHO 

Paso al Despacho para que se sirva proveer. 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA 
 

Barranquilla, treinta y uno  (31) de  marzo  de dos mil veintidós  (2022). 
 

Radicado 08001-33-33-004-2022-00053-00 

Medio de control o Acción ACCIÓN DE TUTELA 

Demandante 

JERSON GARRIDO MONSALVE, MARLON CONTRERAS, 
BLADIMIR CANTILLO BOLAÑO, GIOVANY GONZÁLEZ 
ARIZA, DAVID CASTRILLON CANO, JORGE BARROS 
MENDOZA, CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ 
MAURICIO BANQUE, DORIA ENRIQUE VIZCAINO  

Demandado 

INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, 
DISTRITO ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE 
BARRANQUILLA, SECRETARÍA DE SALUD-
DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO 

Juez MILDRED ARTETA MORALES 

 
I. CONSIDERACIONES 

Visto y constatado el informe secretarial que precede, observa el Despacho que 
correspondió por reparto la presente acción de tutela, según acta de reparto de la fecha 
31 de marzo de 2022.  
 
Revisado todo el expediente judicial electrónico remitido, se constata que el mismo le 
correspondió de manera primigenia al Juzgado Sexto Laboral del Circuito Judicial de 
Barranquilla, autoridad judicial que, a través de auto del 11 de marzo de 2022, resolvió 
remitir por competencia y reglas de reparto al Consejo de Estado (documento digital No. 
14). 
 
EL CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN 
SEGUNDA SUBSECCIÓN B, mediante providencia del 22 de marzo de 2022, ordenó 
remitir el expediente a los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Barranquilla, 
por las siguientes razones:  
 
“En virtud de lo anterior, la demanda de tutela de la referencia debe ser conocida por los 
Jueces Administrativos del Circuito de Barranquilla, teniendo en cuenta que se dirige 
contra una autoridad administrativa del orden nacional, aunado al hecho que los 
accionantes se encuentran recluidos en la Estación de San José de Barranquilla. Razón 
por la cual el asunto no debe ser tramitado ante el Consejo de Estado.”(Documento digital 
No. 19).  
 
En consecuencia de ello, teniendo en cuenta que la demanda de tutela en mención reúne 
los requisitos formales previstos en el art. 14 del Decreto 2591 de 1991, se admitirá.  
 
Así mismo se advierte, que con fundamento en las reglas de reparto del Decreto 1069 de 
2015, modificadas por el Decreto 333 de 6 de abril de 2021, en concordancia con la 
Jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional en materia de competencia en 
acciones de tutela considera esta operadora judicial que es competente para dirimir el 
presente asunto por tratarse la accionada INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO-
INPEC, de una entidad del orden nacional.  
 
Se reconocerá personería al abogado OMAR JESÚS MARTÍNEZ MENDOZA, en su 
condición de defensor público, para agenciar los derechos de los accionantes JERSON 
GARRIDO MONSALVE, MARLON CONTRERAS, BLADIMIR CANTILLO BOLAÑO, 
GIOVANY GONZÁLEZ ARIZA, DAVID CASTRILLON CANO, JORGE BARROS 
MENDOZA, CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE, DORIA ENRIQUE 
VIZCAINO, conforme el artículo 46 del Decreto 2591 de 1991, que a la letra dice:  
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“ARTICULO 46. LEGITIMACIÓN. El Defensor del Pueblo podrá, sin perjuicio del derecho 
que asiste a los interesados, interponer la acción de tutela en nombre de cualquier 
persona que se lo solicite o que esté en situación de desamparo e indefensión.” 
 
Por otro lado, se evidencia que la parte demandante anuncia en su escrito de tutela, que 
solicita medida provisional, tal como se evidencia en el pantallazo a continuación:  
 

 
 
 
Pues bien, contempla el Art 7º del Decreto 2591 de 1991, que regula dicha acción 
constitucional: “Medidas Provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de 
la solicitud, cuando el juez lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.  (…)Sin embargo, a 
petición de parte u oficio, se podrá disponer la ejecución o continuidad de la ejecución, para 
evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo 
que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 
eventual fallo a favor del solicitante (…)” 
 
Como quiera que  la  medida provisional, no opera ipso jure, la misma se decreta siempre y 
cuando exista una URGENCIA, y sea estrictamente NECESARIO para que no se consume 
la vulneración del derecho fundamental alegado, sin embargo, es el Juez quien decide de 
acuerdo con su autonomía constitucional, si es procedente o no, siendo del caso precisar 
que la Corte Constitucional ha dicho al respecto: “…La Corte Constitucional ha precisado 
que procede el decreto de medidas provisionales frente a las siguientes hipótesis: (i) 
cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho 
fundamental se concrete en una vulneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia 
de una violación, sea imperioso precaver su agravación” (Al respecto, ver entre otros, 
los autos A-040A de 2001, A-049 de 1995, A-041A de 1995  y A-031 de 1995.)  
 
La Sala Penal del Tribunal Superior de Bogotá, sobre la procedencia de la medida 
provisional señaló: “Dentro del análisis a realizar en el momento de fallar de fondo la 
presente acción de tutela se decidirá si existió o no la violación de los derechos 
fundamentales invocados por la accionante. De momento, en el presente caso no se 
advierte la necesidad de adoptar una medida provisional urgente que pueda cambiar 
la situación presuntamente lesiva para evitar un grave perjuicio futuro” (RAD: 2.011-
01291 MP Dr. Orlando Fierro Perdomo, De Fecha 7 de junio de 2011).   
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Igualmente, a través de auto A-207 de 2012, la H. Corte Constitucional manifestó: “La 
medida provisional de suspensión de un acto concreto que presuntamente amenaza o vulnera un 
derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al derecho se convierta en violación o que la 
violación del derecho produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela carezca de 
eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la medida es provisional 
mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que la medida es independiente de la decisión 
final. 
 
El juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que considere pertinente para proteger 
el derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente. Esta es una decisión 
discrecional que debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”.  
 
Las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se 
convierta en violación o, habiéndose constatado la existencia de una violación, ésta se torne más 
gravosa y las mismas pueden ser adoptadas durante el trámite del proceso o en la sentencia, toda 
vez que “únicamente durante el trámite o al momento de dictar la sentencia, se puede apreciar la 
urgencia y necesidad de la medida”. (Subrayas del Despacho).  

 
Así mismo, se resalta aparte jurisprudencial contenido en sentencia T-103 de 2018, con 
ponencia del Magistrado Alberto Rojas Ríos, en la cual el alto Tribunal de manera 
contundente señala que, si bien las medidas provisionales están encaminadas a 
salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en amenaza 
de vulneración, el Juez Constitucional está facultado para ordenar lo que considere 
procedente con arreglo a los fines del artículo 2° de la Constitución Política:  
 

“Resolución de las medidas cautelares 
  
5.                 El Artículo 7 del Decreto 2591 de 19911 autoriza al juez 
constitucional para que adopte, a petición de parte o de oficio, “cualquier 
medida de conservación o seguridad”. La jurisprudencia de la Corte ha 
comprendido que la oportunidad que tiene el funcionario judicial para 
pronunciarse sobre la protección provisional va desde la presentación 
de la acción de tutela hasta antes de pronunciarse definitivamente en el 
fallo2, “pues al resolver de fondo deberá decidir si tal medida provisional 
se convierte en permanente, esto es, definitiva o si por el contrario, 
habrá de revocarse”3. 
  
La protección provisional está dirigida a4: i) proteger los derechos de los 
demandantes con el fin de impedir que un eventual amparo se torne 
ilusorio; ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran 
en discusión o en amenaza de vulneración; y iii) evitar que se 
produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto de 
análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que 
pueda sufrir el demandante. De ahí que, el juez está facultado 
para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo a estos fines 
(inciso 2º del artículo transcrito). 
  

                                                           
1
 Decreto 2591 de 1991, “Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación 

de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, 
suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. Sin embargo, a petición de parte o de 
oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e 
inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger 
los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. La suspensión de la 
aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más 
expedito posible. El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de 
conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 
consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. ” 
2
 Sentencia T-888 de 2005. 

3
  Sentencia T-440 de 2003 y  Autos 049 de 1995. 

4
 Autos 419 de 2017, 380 de 2010, 350 de 2010, 
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Las medidas provisionales cuentan con restricciones, debido a que la 
discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica un poder arbitrario u 
omnímodo. Por ello, la expedición de esa protección cautelar debe 
ser “razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”5.   

 
 

Al estudiar la medida provisional solicitada por la parte demandante, se concluye que no se 
cumplen con los presupuestos jurisprudenciales para que se decrete la medida provisional 
invocada,  como quiera que lo solicitado como medida cautelar es “se ordene el 
desplazamiento de personal médico para que analicen un riesgo de salubridad y se  preste 
el servicio médico urgente que los internos requieran”,  sin embargo, esta medida no es 
clara, en cuanto al objeto y concreción, el defensor  señala que debe remitirse personal 
médico para que analice un riesgo de salubridad, frente a ello, lo primero que habría lugar 
es a identificar cuál es el riesgo que intentaría prevenirse, y/o suprimirse con la medida 
solicitada, pero no lo señala,  su solicitud, es abstracta, general e imprecisa, lo que contraría 
la vocación de una medida cautelar, pues estas son concretas y están contempladas para 
dar solución al perjuicio irremediable inminente que no da espera.  
 
Lo que permite concluir que  no requiere de una definición actual e inmediata,  por lo que se 
le advierte a la parte accionante que en su caso, debe esperar a que esta Jueza decida al 
momento de emitir su fallo si existió o existe la vulneración a los derechos fundamentales 
por  ella invocados, como quiera que es necesaria la valoración probatoria  de las pesquisas 
que logren recaudarse dentro del presente proceso, resultando necesario conocer la 
posición y defensa probatoria de los demandados.  
 
Se advierte igualmente que,  este Juzgado que acoge el criterio de la Corte Constitucional, 
vertido en sentencia T-103 de 2018 arriba referenciado, en el sentido que si bien las 
medidas provisionales están encaminadas a salvaguardar los derechos fundamentales que 
se encuentran en discusión o en amenaza de vulneración, el Juez Constitucional está 
facultado para ordenar lo que considere procedente con arreglo a los fines del artículo 2° de 
la Constitución Política de Colombia, y en este caso particular, se considera que la parte 
demandante puede esperar los diez 10 días  que estableció el legislador para la resolución 
de su caso en materia de acciones de tutela, toda vez que no está demostrada una 
situación de urgencia, o peligro inminente al momento de la interposición del amparo 
deprecado.  
 
De otro lado, en el documento digital No. 12  del expediente judicial electrónico se advierte 
que el Defensor, allegó ante el Juzgado Sexto Laboral de Barranquilla, escrito de 
subsanación de demanda, a través del cual solicitó vincular al presente trámite a la 
POLICÍA METROPOLITANA DE BARRANQUILLA,  y a los MINISTERIOS DE JUSTICIA Y 
DERECHO, y HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, por tratarse de un problema de política 
criminal, razón por la cual se accederá a la vinculación solicitada.  
 
De otro lado, considera esta Juez que es del caso proceder a requerir a la Oficina de 
Reparto para que, en caso de que hubiere repartido a otro Despacho acción de tutela  
similar a la presente, informe la existencia de procesos idénticos que se encuentren en 
curso o que se hubieren surtido, para que de ser así proceda a la remisión del expediente al 
juez que avocó su conocimiento en primer lugar, para que sea fallado de forma homogénea 
al primero. 
 
Por secretaría remítase copia del auto admisorio y el escrito de tutela, junto con la presente 
providencia.  
 
Finalmente, el Despacho accederá a ordenar la prueba solicitada por la parte accionante, 
en el sentido que se decrete interrogatorio de parte conforme el artículo 171 del C.G.P., por 
lo cual, se fijará  el día 8 de abril de 2022 a las 2:00 P.M., para la recepción del 

                                                           
5
 Auto 419 de 2017 y A-222 de 2009 
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interrogatorio de los señores CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE y 
DORIA ENRIQUE VIZCAINO, la notificación se hará mediante el correo del apoderado 
judicial  del demandante  spartaco2476@hotmail.com, sin embargo, en virtud del principio 
de colaboración armónica entre las entidades del Estado (art. 113 C.P.), se requerirá a la 
ESTACIÓN DE POLICÍA SAN JOSÉ, para que   colabore  con la conducción de  los 
señores CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE y DORIA ENRIQUE 
VIZCAINO a la audiencia virtual por la plataforma Microsoft Teams, y el envío de los 
enlaces para la diligencia virtual. 
 
Por último, en virtud a las medidas adoptadas por el Consejo Superior de la Judicatura, en 
especial a través del acuerdo PCSJA20-11567 de fecha 05 de junio de 2020, y las 
disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo N° 806 del 04 de junio de 2020, se 
ordenará efectuar las notificaciones de la presente acción de tutela por medios electrónicos 
o por el medio más expedito posible, así como también se publicará por estado y se colgará 
el presente proveído en la página web de la Rama Judicial, sección Juzgados del Circuito – 
Juzgados Administrativos del Circuito, seleccionando el departamento correspondiente y el 
despacho a consultar.    

 
RESUELVE: 

 
1.- Admítase la solicitud de tutela impetrada por los señores  JERSON GARRIDO 
MONSALVE, MARLON CONTRERAS, BLADIMIR CANTILLO BOLAÑO, GIOVANY 
GONZÁLEZ ARIZA, DAVID CASTRILLON CANO, JORGE BARROS MENDOZA, 
CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE, DORIA ENRIQUE 
VIZCAINO, contra INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, DISTRITO 
ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, SECRETARÍA DE 
SALUD-GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO, POLICÍA METROPOLITANA DE 
BARRANQUILLA,  MINISTERIO  DE JUSTICIA Y DERECHO, y MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO por la presunta violación  al derecho a la dignidad 
humana, vida, igualdad, debido proceso y salud. Notifíquese al accionante al buzón 
electrónico: spartaco2476@hotmail.com.  
  
 
2.- Niéguese la medida provisional solicitada en contra INSTITUTO PENITENCIARIO 
Y CARCELARIO-INPEC, DISTRITO ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE 
BARRANQUILLA, SECRETARÍA DE SALUD-GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO, 
POLICÍA METROPOLITANA DE BARRANQUILLA,  MINISTERIO  DE JUSTICIA Y 
DERECHO, y MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, conforme las 
consideraciones de la parte motiva.  
 
3.- Fíjese el día 8 de abril de 2022 a las 2:00 P.M., para la recepción del interrogatorio 
de los señores CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE y DORIA 
ENRIQUE VIZCAINO, la notificación se hará mediante el correo del apoderado judicial  
del demandante  spartaco2476@hotmail.com, sin embargo, en virtud del principio de 
colaboración armónica entre las entidades del Estado (art. 113 C.P.), se requerirá a la 
ESTACIÓN DE POLICÍA SAN JOSÉ, para que   colabore  con la conducción de  los 
señores CRISTIAN CAMILO LOPERA, JOSÉ MAURICIO BANQUE y DORIA ENRIQUE 
VIZCAINO a la audiencia virtual por la plataforma Microsoft Teams, y el envío de los 
enlaces para la diligencia virtual. 
 
4.- De la anterior solicitud de amparo constitucional, córrase traslado, por el término de 
cuarenta y ocho  (48) horas,  al INSTITUTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO-INPEC, 
DISTRITO ESPECIAL, INDUSTRIAL Y PORTUARIO DE BARRANQUILLA, 
SECRETARÍA DE SALUD-GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO, representada por su 
representante legal,  quien haga sus veces, a fin de que se sirva rendir un informe o 
efectúe sus descargos en torno a los hechos en que se funda  dicha acción de tutela, en 
especial, lo atinente   al hacinamiento en que se encuentran las personas recluidas en la 
estación de SAN JOSÉ DE BARRANQUILLA.  Así mismo, se solicita remisión del 

mailto:spartaco2476@hotmail.com
mailto:spartaco2476@hotmail.com
mailto:spartaco2476@hotmail.com
mailto:spartaco2476@hotmail.com
mailto:spartaco2476@hotmail.com


 
 
 

Rama Judicial del Poder Publico 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo del 

Atlántico 

 

  
 

 

 

SIGCMA-SGC 

expediente administrativo junto con el informe rendido. NOTIFIQUESE a través del Correo 
Electrónico: notijudiciales@barranquilla.gov.co, notificacionestutelas@atlantico.gov.co, 
jurídica.epcbarranquilla@inpec.gov.co, epcbarranquilla@inpec.gov.co.    
 
5.-Advertir a las accionadas que es posible que EXISTE TUTELA MASIVA, frente a los 
mismos hechos  y pretensiones, por lo cual se le exhorta para que señale a este Juzgado, 
con el informe rendido el conocimiento que tenga frente a ello.  
 
6.-ORDENAR a la Oficina de Reparto para que, en caso de que hubiere repartido a otro 
Juzgado acción de tutela similar a la presente, informe la existencia de procesos idénticos 
que se encuentren en curso o que se hubieren surtido, para que de ser así proceda a la 
remisión del expediente al juez que avocó su conocimiento en primer lugar, para que sea 
fallado de forma homogénea al primero; Notifíquese en el correo 
ofjudba@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 
7.-Por secretaría remítase copia del auto admisorio y el escrito de tutela, junto con la 
presente providencia. 
 
8.-VINCULAR  al trámite de esta acción de tutela, a  la POLICÍA METROPOLITANA DE 
BARRANQUILLA,  MINISTERIO  DE JUSTICIA Y DERECHO, y MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO,  para que dentro del término de 48 horas contadas a 
partir del oficio que se les remitirá, nos informe  lo que a bien tengan en relación con todos 
y cada uno de los hechos y pretensiones plasmadas en el escrito de tutela. Notifíquese al 
correo electrónico mebar.coma@policia.gov.co, 
notificaciones.judiciales@minjusticia.gov.co, atencioncliente@minhacienda.gov.co, 
notificaciones.judiciales@urf.gov.co.   
 
9.-Se le hace saber a la parte accionada que en el caso que no suministren la información 
requerida, se tendrán por ciertos los hechos expuestos por el accionante en su escrito de 
tutela, de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 
 
10. Reconózcase personería al Abogado OMAR JESÚS MARTÍNEZ MENDOZA, como 
apoderado judicial de la parte accionante, conforme el artículo 46 Decreto 2591 de 1991. 
 
11.- NOTIFÍQUESE por medios electrónicos o por el medio más expedito posible,  de 
conformidad con los artículos 16 y 30 del Decreto  2591 de 1991,  a los accionados, 
accionante,  y vinculados, en virtud al acuerdo PCSJA20-11567 de fecha 05 de junio de 
2020, y las disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo N° 806 del 04 de junio de 
2020, así como también se publicará por estado y se colgará el presente proveído en la 
página web de la Rama Judicial, sección Juzgados del Circuito – Juzgados 
Administrativos del Circuito, seleccionando el departamento correspondiente y el 
despacho a consultar. 
 
NOTIFÌQUESE Y CUMPLASE 
 
MILDRED ARTETA MORALES 
JUEZ 
 

 
 
 
 
 

 
PROTOCOLO PARA LA REALIZACION DE AUDIENCIAS VIRTUALES 

 
El Juzgado Cuarto Administrativo Oral de Barranquilla, en atención a lo dispuesto en los 
Acuerdos PCSJA20-11546 del 25 de abril de 2020 y PCSJA20-11549 del 07 de mayo del 
mismo año, y considerando que la dinámica actual implica un notorio cambio en la forma 

NOTIFICACION POR ESTADO 
LA ANTERIOR PROVIDENCIA SE 

NOTIFICA POR ESTADO ELECTRONICO 
No 36 DE HOY  1 DE ABRIL de 2022 A LAS 

8:00 A.M. 
 

________________________________ 
ANTONIO J FONTALVO VILLALOBOS 

SECRETARIO 
 

SE DEJA CONSTANCIA QUE SE LE DIO 
CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 201 DEL 

CPACA. 

mailto:notijudiciales@barranquilla.gov.co
mailto:notificacionestutelas@atlantico.gov.co
mailto:jurídica.epcbarranquilla@inpec.gov.co
mailto:epcbarranquilla@inpec.gov.co
mailto:ofjudba@cendoj.ramajudicial.gov.co
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en que se empezarán a celebrar las audiencias, ha dispuesto la creación del presente 
protocolo, que debe ser leído y puesto en práctica en su integridad por parte de los 
usuarios, previo al adelantamiento de las diligencias virtuales que sean programadas por 
el Despacho. Para efectos metodológicos, y en aras de abarcar el mayor número posible 
de situaciones que se puedan presentar en el desarrollo de las audiencias, se 
establecerán tres (3) bloques. El primero, que contiene las actuaciones previas a la 
audiencia. El segundo, que dispondrá los aspectos a tener en cuenta durante la diligencia 
virtual. Y un tercer bloque que establece las actuaciones a seguir una vez finalizada la 
respectiva diligencia.  
 

I. PASOS PREVIOS A LA AUDIENCIA 

1.1. Es deber de los abogados y de las partes, suministrar sus correos electrónicos y 

números de celular para efectos de las comunicaciones correspondientes y para el recibo 

de las invitaciones a las audiencias virtuales que se realizarán. Dicha información habrá 

de ser remitida al correo electrónico del juzgado adm04bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 

indicando la radicación del proceso. 

1.2 En el aplicativo pueden participar todos los dominios de correo electrónico (sin 

perjuicio de las restricciones que ello conlleve conforme a la programación de la 

plataforma). 

1.3  Es deber de las partes interesadas, mantener actualizado su correo electrónico y 

revisar constantemente el aplicativo TYBA, ya que por esos medios será remitida la 

información de las audiencias y lo relacionado con las plataformas digitales en las se 

realizarán las mismas, para lo cual es importante que los apoderados judiciales, previa 

orientación de los despachos, coordinen con sus poderdantes lo pertinente para la 

asistencia virtual a la diligencia, en caso de que ello resulte necesario.  

1.4 Es deber de todas las partes antes de la realización de la audiencia virtual y vayan a 

participar de la misma presente previamente el poder si aún no ha actuado dentro del 

proceso y dar traslado del mismo a la otra parte en cumplimiento de lo ordenado por el 

artículo 3 del decreto 806 de 2020 y enviar la constancia de su envío al correo del juzgado 

para hacer el reconocimiento de la personería. 

1.5 Las audiencias virtuales serán realizadas, por regla general, mediante el aplicativo 

MICROSOFT TEAMS. Sin embargo, en el evento que se requiera un cambio de 

plataforma, tal circunstancia se informará previamente, pues también se encuentran 

habilitadas RP1Cloud y LifeSize.  
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1.6 La celebración de la audiencia será dispuesta mediante auto que se notificará a las 

partes interesadas mediante el aplicativo TYBA y a través de correo electrónico (en el 

evento de que haya sido registrado previamente). De igual forma, al correo electrónico 

registrado, se remitirá la invitación para la celebración de la audiencia, cuyo aspecto será 

el siguiente: 

 

Recibido este correo, el usuario podrá indicar si asistirá o no a la reunión. Ésta es una 

funcionalidad OPCIONAL. Sin embargo, en el evento de que elija SI, puede suceder que 

el correo electrónico se irá inmediata y automáticamente a la bandeja de correos 

eliminados, por lo que allí debe ser buscado para efectos de ubicar el link de la audiencia.  

De otra parte, una vez señalado el SI, el correo avisará con un recordatorio la realización 

de la audiencia para el día programado entre 15 y 30 minutos antes de su inicialización.  

1.7 El día de la audiencia, los apoderados deberán conectarse a la misma CON NO 

MENOS DE 10 MINUTOS DE ANTICIPACIÓN por el link que se indica en el correo 

electrónico, tal como se observa en la siguiente imagen:  
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1.8 Ingresando a través del link que se indica con anterioridad, se remitirá a una pestaña 

como la siguiente: 

 

Si el usuario tiene cuenta de correo corporativo de Microsoft, se recomienda ingresar a la 

audiencia a través de la aplicación Microsoft Teams, para lo cual debe acceder a través 

del link “abrir Microsoft Teams”.  

En algunos dispositivos aparecerá esta imagen: 

 

En este caso, el usuario podrá descargar la aplicación como se indica en el link de color 

verde para lo cual deberá asumir las exigencias que demande tal dominio o si cuenta con 

correo corporativo podrá acceder directamente a la aplicación TEAMS.  

Si el usuario no tiene cuenta de correo corporativo, deberá ingresar por la opción que se 

indica en color rojo, es decir, unirse POR INTERNET EN SU LUGAR.  

1.9 Al ingresar la plataforma lo direccionará inmediatamente a la audiencia, tal como se 

demuestra en la imagen a continuación: 
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En este caso, el usuario debe UNIRSE a la reunión, configurando previamente la 

visibilidad de la cámara y el micrófono. Si el ingreso se hace a través de un dominio 

distinto a Microsoft el usuario deberá esperar a ser admitido por el anfitrión. 

 1.10 El equipo con el que se conecten las partes a la audiencia debe mantenerse 

cargado a fin de evitar interrupciones.  

1.11 Evite conectarse a través de dos equipos al mismo tiempo, a fin de minimizar 

interferencias. 

II. ASPECTOS A ATENDER DURANTE LA AUDIENCIA 

2.1 Instalada la diligencia, todos los asistentes deberán guardar silencio, compostura y 

respeto por la suscrita y los demás intervinientes en la diligencia.  

2.2. Queda prohibida la ingesta de comidas o bebidas durante el desarrollo de la 

audiencia. También se prohíbe comparecer a la diligencia bajos los efectos del alcohol o 

sustancias alucinógenas.  

2.3 Las partes deben portar la vestimenta apropiada para la diligencia judicial.  

2.4. El uso de la palabra será otorgado por la titular del Juzgado, ya sea de oficio o a 

solicitud de los intervinientes a través de la herramienta que figura en la barra de 

herramientas en forma de mano. Durante toda la diligencia, salvo cuando se otorgue el 

uso de la palabra, los micrófonos deben mantenerse silenciados. Sin embargo, las 

cámaras deberán permanecer encendidas durante toda la diligencia.  

2.5. Las partes y sus apoderados deben respetar el turno, el tiempo estipulado para el uso 

de la palabra, sin perjuicio de la claridad, y vehemencia de sus argumentos, utilizaran un 
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lenguaje y tono de voz adecuada y respetuosa, así como una actitud decorosa con los 

demás intervinientes.  

2.6. El Juez dará inicio a la audiencia, solicitando a los intervinientes su identificación, 

quienes deberán indicar: (i) su nombre, (ii) su número de identificación, y, (iii) su número 

de tarjeta profesional, en caso de actuar en calidad de apoderado y presentar sus 

documentos en la cámara de su dispositivo.  

2.7. En la presentación de las partes y los testigos, habrá de indicarse i) nombre 

completo, ii) documento de identificación, iii) tarjeta profesional si es del caso, iv) calidad 

en la que se actúa, v) dirección de residencia, vi) dirección de notificaciones, vii) correo 

electrónico, viii) número de celular y, ix) el lugar desde el cual está compareciendo a la 

diligencia. Los testigos adicionalmente deberán indicar si se encuentran acompañados de 

alguna de las partes, sus apoderados u otros testigos o persona con interés en el proceso 

y, en caso positivo, señalar el nombre y parentesco que tenga con la misma.  

2.8. Al comenzar la diligencia se iniciará su grabación. Se entiende que usted autoriza que 

dicha diligencia quede registrada en video por el hecho de haber ingresado a la misma.  

2.9. El Juez dejará constancia en el expediente sobre los intervinientes que hayan 

accedido, previamente al inicio de la diligencia.  

2.10. La diligencia se desarrollará de la misma manera prevista en las normas procesales 

para una audiencia o actuación presencial.  

2.11. Para la práctica de las pruebas testimoniales, los testigos se irán conectando a la 

diligencia en el orden que sea indicado por el Despacho, para lo cual, la parte que solicitó 

la prueba, velará porque el testigo se encuentre pendiente y presto para acceder en el 

momento en que sea llamado y que cuente con los medios tecnológicos para hacerlo.  

2.12. Mientras se esté desarrollando la audiencia, cada uno de los intervinientes, desde el 

lugar donde se encuentren conectados, deberá mantenerse en un único punto, de 

preferencia con buena iluminación y libre de distracciones o interrupciones que afecten el 

normal desarrollo de la audiencia. Los testigos deben procurar estar en un lugar donde no 

haya interferencia de ruidos tales como televisores, radios, u otros electrodomésticos que 

impidan o no hagan audible su declaración.  

2.13. El dispositivo electrónico deberá mantener la cámara encendida durante toda la 

diligencia, y se debe colocar exactamente frente a la cara de la persona, de forma tal que, 

durante el desarrollo de la audiencia, para que se pueda observar claramente el rostro de 

la misma. 

Habiendo ingresado en la reunión visualizará Microsoft Team de la siguiente forma: 
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En esta imagen micrófono y cámara se encuentran activados; de encontrarse 

desactivados solo tendrán que dar clic en el icono que deba activar, recordando que la 

cámara deberá estar siempre encendida y el micrófono silenciado si no se le ha dado el 

uso de la palabra, si están desactivados los visualizara de la siguiente forma:  

 

2.14. Durante el desarrollo de la audiencia, estará disponible el chat, canal que se 

mantendrá habilitado durante la misma, pero únicamente para informar alguna 

circunstancia que deba ser tenida en cuenta por el juez. También será factible que el 

despacho a través de este canal, coloque en conocimiento de las partes los archivos que 

considere necesarios.  
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Para dispositivos móviles la interfaz se visualizará un poco diferente, como en la imagen 

izquierda pero los iconos serán los mismos, la ubicación del icono de chat estará ubicado 

en la parte superior derecha encerrado en el recuadro rojo.  

2.15. Los intervinientes deberán mantener siempre sus micrófonos desactivados y 

solamente lo activarán al momento en que se le haya concedido el uso de la palabra por 

el Juez.  

2.16. Una vez el interviniente finalice su intervención, deberá desactivar su micrófono. 

Solamente se permitirá el uso de la palabra de un interviniente a la vez.  

2.17. Si alguna de las partes pretende aportar dentro de la diligencia algún documento, 

deberá hacerlo de manera previa antes de realización de la audiencia a través del correo 

electrónico del despacho adm04bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co. El traslado de los 

documentos o memoriales deberán cumplir con el artículo 3 del decreto 806 de 2020 y 

acreditarse ante el Juzgado que se envió a las otras partes junto con el correo de su 

remisión, se insiste antecedentemente a la práctica de la diligencia.  

Cámara 

Micrófono 

Compartir 

Chat 

Participantes 

Colgar 

Llamada 

Solicitar el Uso de la Palabra 

mailto:adm04bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co
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2.18. Las partes, sus apoderados judiciales y los demás asistentes a la audiencia, sólo 

podrán retirarse de la misma al terminar la diligencia, o cuando la suscrita así lo autorice. 

 

III. SITUACIONES Y RECOMENDACIONES A ATENDER CON 

POSTERIORIDAD A LA AUDIENCIA 

  

3.1. Culminada la diligencia por parte del asistente de la titular del Juzgado se compartirá 

el acta de la audiencia para que hagan lectura de la misma las partes asistentes, quien 

después de otorgada el uso de la palabra por el Juez deberá indicar si está de acuerdo 

con el contenido de la misma.  El asistente del despacho debe hacer lectura del contenido 

del acta una vez compartida la pantalla con el respectivo documento. De ello se dejará 

constancia en la grabación.  

3.2 El Juzgado dará cierre a la audiencia. Una vez finalizada, cada asistente deberá 

colgar la llamada. Esto es indispensable para que se guarde el video de la grabación de la 

diligencia y se cargue en la plataforma de MICROSOFT STREAM de la RAMA JUDICIAL. 

3.3. La remisión del video de la grabación de la audiencia a las partes requiere de un 

término que depende de su duración, pues su recolección la genera la plataforma 

MICROSOFT TEAMS en virtud de lo extensa que sea la diligencia. 
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3.4. Una vez conformados los documentos de la realización de la audiencia estos serán 

compartidos a través de la secretaría del juzgado. Para ello, se utilizará el correo 

electrónico suministrado remitiendo los documentos adjuntos al mensaje o suministrando 

un acceso directo a la carpeta compartida de OneDrive Institucional del Juzgado, con las 

restricciones de edición correspondientes. 

3.5. De requerirse la suscripción de algún documento, estos serán remitidos a los 

apoderados judiciales, quienes deberán asegurar que sus poderdantes, testigos o demás 

intervinientes firmen el escrito. 
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